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Antecedentes 

El concepto de “callejón” no corresponde a una categoría jurídica urbanística reconocible en 

Chile. El tratamiento jurídico de lo que se denomina “callejón” dependerá de su origen, dominio, 

uso y función de acceso. Desde esta perspectiva es posible reconocer algunos casos posibles, 

que se detallan a continuación: 

1. Callejón como vialidad interior de un loteo o asentamiento irregular.  

2. Callejón que debió transformarse en calle o pasaje público producto de un loteo formal. 

3. Callejón o camino rural utilizado históricamente por la población.  

4. Callejón como “lote camino” o servidumbre dentro de una subdivisión rural.  

5. Callejón materialmente existente pero situado sobre propiedad privada, sin loteo regular 

ni título vial claro. 

Cada una de estas situaciones está sujeta a una estrategia de regularización diferente. El 

presente documento, elaborado en respuesta a una solicitud parlamentaria, se circunscribe al 

análisis de aquellas situaciones en que el denominado “callejón” corresponde a una vía de uso 

público, tiene reconocimiento jurídico como tal o puede ser objeto de un procedimiento destinado 

a su incorporación o regularización como vialidad pública.  

En consecuencia, no se abordan los callejones de naturaleza exclusivamente privada, tales como 

servidumbres de tránsito, lotes camino u otras vías emplazadas en propiedad privada cuya 

regularización no implique su afectación al uso público, como son los casos 4 y aquellas 

situaciones del caso 5 en que la vía permanezca exclusivamente en el ámbito privado, de 

acuerdo con la solicitud del requirente. 

Explicación  

Entenderemos la regularización, acorde a la normativa nacional, como el proceso mediante el 

cual se ajusta una realidad existente al cumplimiento de los estándares normativos vigentes.  

 

La primera distinción que se debe reconocer es si el “callejón” que se intenta regularizar se ubica 

en el área urbana o en el área rural de una comuna. Esta distinción es relevante porque las 

exigencias y los regímenes regulares aplicables en cada caso son diferentes. Un segundo 

aspecto es la calidad jurídica del suelo en que se emplaza la vía, esto es si es un suelo público 

o privado susceptible de ser incorporado al dominio público. 

 

1. Regularización de callejones en áreas urbanas 

 

En un régimen regular, el Plan Regulador Comunal (PRC) es el instrumento entre cuyas 

responsabilidades se encuentra establecer la jerarquía de las vías y las proyecciones de estas 
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con las correspondientes declaraciones de utilidad pública cuando se requieran expropiaciones 

para concretar su ejecución (artículo 41° de la LGUC). 

 

Entonces, el primer caso para regularizar la situación de una vía es la incorporación y 

clasificación de esta en el plan regulador comunal. Luego, la normativa contempla aquellos casos 

urbanos en que se requiera reclasificar o asimilar una vía a una determinada categoría. Aqui, el 

artículo 45° de la LGUC, en su número 10 permite que, mediante una enmienda al PRC, se 

pueda realizar este cambio, contando con un informe favorable de la autoridad regional o 

metropolitana competente en materia urbanística. 

 

Otra situación prevista es la de áreas urbanas o localidades que solo cuentan con límite urbano, 

es decir, que no disponen de un Plan Regulador Comunal (PRC. Para estos casos, el artículo 

53° bis de la LGUC, modificada por la Ley N°21.807 (febrero 2026), facultó a las Direcciones de 

Obras para, previa consulta a la autoridad regional o metropolitana, asimilar las vías existentes 

aun cuando estas no cumplieran los anchos o características señalados en la OGUC.  

 

Otra atribución disponible es la prevista en el artículo 3.2.9 (capítulo 2 del Título 3° de la OGUC, 

referido a la pavimentación y sus obras complementarias), que permite al SERVIU flexibilizar los 

estándares habituales, principalmente en las materias relativas a la ejecución de las obras de 

urbanización. Cabe tener presente que esta facultad no constituye una habilitación para modificar 

los perfiles viales establecidos en el artículo 2.3.2 de la OGUC, y para su aplicación debe contar 

con la autorización de la SEREMI de Vivienda y Urbanismo. El articulo respectivo señala: 

Artículo 3.2.9. Excepcionalmente y en forma fundamentada, el Servicio Regional de 

Vivienda y Urbanización (SERVIU) podrá establecer exigencias distintas a las indicadas 

en este Capítulo, cuando así lo autorice expresamente en cada caso la Secretaría 

Regional del Ministerio de Vivienda y Urbanismo respectiva, atendiendo a características 

propias de la región, centro poblado o barrio en que debe desarrollarse el proyecto de 

pavimentación correspondiente. 

 

Además, en los casos en que corresponda la regularización del dominio o se requiere el 

ensanche de un callejón, que se encuentre en propiedad privada puede efectuarse mediante la 

declaración de utilidad pública prevista en los PRC según el artículo 59° de la LGUC. 

 

Artículo 59.- Declárense de utilidad pública todos los terrenos consultados en los planes 

reguladores comunales, planes reguladores intercomunales y planes seccionales 

destinados a circulaciones, plazas y parques, incluidos sus ensanches, en las áreas 

urbanas, así como los situados en el área rural que los planes reguladores intercomunales 

destinen a vialidades. 

 

2. Regularización de callejones en sectores rurales 

 

En las áreas rurales a la Dirección de Vialidad del Ministerio de Obras Públicas le corresponde 

la administración de la red de caminos públicos existentes y la aplicación de las disposiciones 

del DFL N°850 de 19971. 

 

En el artículo 24° de esta norma, se define como caminos públicos: 

 
1 DFL N°850 de 1997. Disponible en: https://bcn.cl/2iqo0 (agosto 2026) 

https://bcn.cl/2iqo0
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Son caminos públicos las vías de comunicación terrestres destinadas al libre tránsito, 

situadas fuera de los límites urbanos de una población y cuyas fajas son bienes nacionales 

de uso público. Se considerarán, también, caminos públicos, para los efectos de esta ley, 

las calles o avenidas que unan caminos públicos, declaradas como tales por decreto 

supremo, y las vías señaladas como caminos públicos en los planos oficiales de los 

terrenos transferidos por el Estado a particulares, incluidos los concedidos a indígenas. 

 

Por otra parte, el artículo 18° del mismo cuerpo legal, encomienda a la Dirección de Vialidad el 

estudio, proyección, construcción, mejoramiento, defensa, reparación, conservación y 

señalización de los caminos y puentes rurales comprendidos en el ámbito de sus atribuciones.  

 

La norma distingue entre caminos nacionales y caminos regionales. Estos últimos comprenden, 

en términos generales, los caminos públicos que no tienen la calidad de nacionales. Esta 

clasificación es diferente de aquella prevista por la OGUC para las vías expresas, troncales, 

colectoras, de servicio y locales, por cuanto responde al régimen de caminos públicos 

administrados por el Ministerio de Obras Públicas y no a la clasificación urbanística de las vías 

contemplada en los instrumentos de planificación territorial y en la Ordenanza General. 

 

Dentro de la red vial bajo tuición de la Dirección de Vialidad existen caminos de bajo tránsito 

respecto de los cuales se han desarrollado las denominadas soluciones básicas. Estas surgieron 

como una alternativa para caminos rurales no pavimentados respecto de los cuales una 

pavimentación tradicional podía resultar difícil de justificar atendido su bajo volumen de tránsito. 

La expresión “camino básico” no corresponde a una categoría jurídica de camino distinta de 

aquellas contempladas en el DFL N° 850, sino principalmente al estándar o solución técnica 

aplicada a determinados caminos de bajo tránsito integrantes de la red vial bajo tuición de la 

Dirección de Vialidad.  

 

Un aspecto relevante es que el régimen de caminos públicos contenido en el DFL N° 850 no 

establece, características específicas que deban cumplir estos caminos, entre los que podrían 

reconocerse los denominados callejones. 

 

En relación con la calidad publica de los caminos públicos, el artículo 26 del DFL N° 850 dispone 

que todo camino que esté o haya estado en uso público se presume público en todo el ancho 

que tenga o haya tenido; y faculta a la Dirección de Vialidad para ordenar la reapertura o 

ensanche de la vía, cualquiera sea el tiempo transcurrido. Esto sin perjuicio del derecho de un 

particular de reclamar judicialmente su dominio. 

 

El mismo artículo también establece la potestad tanto de la municipalidad respectiva como de la 

Dirección de Vialidad, para ordenar la apertura o ensanche de los caminos interiores previstos 

en los planos de parcelación de los procesos de reforma agraria2. Esta facultad opera a 

requerimiento de los propietarios que acrediten dominio vigente de dichas parcelas. Además, se 

contempla la facultad de la Municipalidad para autorizar la instalación de redes de electricidad, 

telefonía, agua potable y alcantarillado en estos caminos.  

 

 
2 Ley N° 15.020 y Ley N° 16.640 
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A su vez, el artículo N° 29° de la citada norma, entrega al Director de Vialidad la función de 

proponer el ancho que deberán tener las fajas de los caminos públicos, el que debe ser fijado 

mediante decreto supremo.  

 

En síntesis, en las áreas rurales la regularización de un callejón dependerá principalmente de 

que la vía tenga o pueda acreditar la calidad de camino público. El DFL Nº 850 no establece un 

procedimiento general de regularización equivalente al previsto para la vialidad urbana, sino que 

contempla reglas que permiten reconocer dicha calidad y determinar las actuaciones que 

correspondan. Particular relevancia tiene la presunción de carácter público aplicable a los 

caminos que estén o hayan estado destinados al uso público, supuesto en el cual la Dirección 

de Vialidad puede ejercer las facultades que la ley le confiere respecto de su reapertura, 

ensanche y administración. Por el contrario, cuando la vía se encuentra exclusivamente en 

propiedad privada y no concurren antecedentes que permitan reconocer su carácter público, su 

situación queda fuera del régimen de caminos públicos analizado. 

Regularización de loteos mediante Ley N° 20.234 

La Ley Nº 20.234 establece un régimen especial, simplificado, excepcional de saneamiento y 

regularización de asentamientos irregulares, cuyo objeto principal es regularizar las obras 

mínimas de urbanización y obtener la recepción municipal del loteo. No es una ley destinada a 

sanear títulos de dominio ni a regularizar automáticamente las edificaciones existentes.  

 

El objeto central es resolver asentamientos que carecen de permiso o recepción de loteo, o que 

presentan una discordancia entre lo formalmente aprobado y lo existente. La ley denomina a 

estas situaciones “asentamientos irregulares”. Puede abarcar ocupaciones originadas sin 

permiso, como poblaciones sometidas anteriormente a otros regímenes excepcionales que no 

consiguieron completar su urbanización o cuya planimetría no corresponde a la realidad. Es 

importante señalar que la unidad que se regulariza no es aisladamente una calle o callejón, sino 

el asentamiento o loteo, y en este proceso su estructura vial. 

 

El artículo 1° de esta norma contiene un catálogo de las tipologías que comprende, entre otros, 

poblaciones acogidas a las leyes Nº 16.282, Nº 16.741, DL Nº 2.695, DL Nº 2.833 y Ley Nº 

18.138; los campamentos que formen parte del catastro MINVU vigente al 30 de junio de 2024 

con estrategia de radicación; asentamientos urbanos o de extensión urbana cuya regularización 

sea considerada necesaria por la autoridad municipal; y ciertos asentamientos urbanos, de 

extensión urbana y rurales. 

 

Los requisitos del artículo 2° son copulativos, es decir deben concurrir las condiciones legales 

señaladas en la ley, entre cuyas principales exigencias se señala: su materialización anterior al 

31 de diciembre de 2018, salvo aquellos que se encuentren en el catastro de campamento del 

MINVU 2024, inexistencia de permiso de loteo, falta de recepción definitiva, o necesidad de 

modificar una recepción que no corresponde documental o planimétricamente a la realidad; 

residentes permanentes en más del 70 % de los lotes; tasación promedio de las viviendas no 

superior a 2.000 UF, con excepciones para determinados campamentos; no encontrarse en 

zonas no edificables, áreas de riesgo no mitigable, determinadas áreas de protección, fajas de 

caminos cortafuego ni faja vial de caminos públicos; inexistencia de denuncias, demandas o 

querellas asociadas al incumplimiento urbanístico o a daños al propietario. 

 

En áreas de riesgo previstas por instrumentos de planificación territorial, se requiere la existencia 

de un estudio de mitigación, fundado, aprobado por el organismo competente que determine las 
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obras o medidas necesarias para mitigar el riesgo, las cuales deberán encontrarse ejecutadas 

antes de la recepción definitiva. 

 

La solicitud se presenta ante la Dirección de Obras Municipales (DOM) y debe acompañarse, 

entre otros antecedentes, de un formulario MINVU y un plano elaborado por profesional 

competente que represente el asentamiento real: accesos, vialidades, lotes, superficies, 

dimensiones, áreas verdes, equipamiento y viviendas existentes. 

 

La DOM dispone de 60 días para verificar los requisitos y las condiciones existentes de 

urbanización y otorgar recepción provisoria o definitiva. Si formula observaciones, los interesados 

tienen 30 días corridos para subsanarlas. 

 

Posteriormente pueden presentarse dos escenarios posibles. En el primero se puede dar la 

recepción definitiva inmediata, si el asentamiento ya tiene urbanización suficiente, puede 

obtenerse directamente la recepción definitiva, incluso parcial. En zona urbana o de extensión 

urbana, la ley considera servicios como agua potable, alcantarillado o evacuación de aguas 

servidas, electricidad, alumbrado público, gas cuando corresponda y pavimentación mínima. En 

zonas rurales, el estándar es más flexible, agua potable rural u otro sistema autorizado, solución 

sanitaria autorizada y conexión eléctrica o solución energética aprobada. 

 

Un segundo escenario es una recepción provisoria, establecida para aquellos casos en que falte 

la ejecución de obras de urbanización. En estos casos es posible reconocer jurídicamente el 

proceso y ejecutar posteriormente la urbanización pendiente. El plazo ordinario para completarla 

es de cinco años, renovable por otros cinco mediante solicitud fundada; la reforma de 2025 

amplió además determinadas posibilidades de prórroga cuando existen obras financiadas con 

recursos públicos en ejecución, prefactibilidad o diseño. 

 

Además, el artículo 4° entrega a la SEREMI del MINVU potestades excepcionales. Permite que 

por razones fundadas autorice excepciones en el largo y ancho de vías, calzadas y veredas; 

rebajar exigencias de pavimentación; rebajar o eximir de determinadas cesiones urbanísticas; y, 

bajo las condiciones previstas por la ley, admitir un nuevo plano de regularización para hacer 

concordar la situación jurídica con la realidad territorial. 

 

Además, la ley precisa que el Director de Obras Municipales no puede exigir requisitos 

adicionales distintos de los establecidos en la propia Ley Nº 20.234, aunque provengan de la 

LGUC, la OGUC o del instrumento de planificación territorial. 

 

Cuando los propietarios o titulares de derechos inscritos presentan la solicitud, deben manifestar 

su voluntad de ceder al dominio público las superficies destinadas a vialidades y áreas verdes. 

Si los solicitantes son únicamente residentes sin derechos inscritos, deben comprometerse a 

respetar su afectación al uso público. Una vez otorgada la recepción definitiva, las superficies 

destinadas a vialidades y áreas verdes quedan incorporadas al dominio público, con las 

importantes reglas y reservas relativas a los derechos del propietario previstas por el propio 

artículo 4°. 
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Observaciones 

 

1. El concepto de “callejón” no corresponde a una categoría jurídica específica, por lo que 

su eventual regularización depende de las características concretas de la vía, 

especialmente de su ubicación urbana o rural, de su situación dominical y de la existencia 

de antecedentes que permitan reconocerla o incorporarla como vialidad pública. Por ello, 

no existe un procedimiento único de regularización aplicable a todos los casos. 

 

2. En áreas urbanas, las alternativas se vinculan principalmente con los instrumentos de 

planificación territorial y con las facultades previstas en la LGUC y la OGUC para 

incorporar, clasificar, reclasificar o asimilar vías existentes, así como con los mecanismos 

de afectación a utilidad pública cuando sea necesario incorporar terrenos privados a la 

vialidad pública. 

 

3. En áreas rurales, en cambio, resulta determinante la aplicación del DFL N.º 850 y, 

particularmente, la posibilidad de acreditar la calidad de camino público, incluida la 

presunción aplicable a aquellos caminos que estén o hayan estado destinados al uso 

público. 

 

4. Cuando el callejón forma parte de un asentamiento irregular, la Ley N.º 20.234 contempla 

un régimen excepcional de regularización en el cual la unidad objeto del procedimiento 

es el asentamiento o loteo en su conjunto, incluida su estructura vial. Este régimen puede 

culminar con la incorporación al dominio público de las superficies destinadas a 

vialidades. Quedan fuera del análisis aquellos callejones de naturaleza exclusivamente 

privada cuya regularización no suponga su afectación o incorporación al uso público. 
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